“2020 – Año del Bicentenario de la Fundación de la República de Entre Ríos”
RESOLUCION Nº     007         J.T.C.E.R.

 PARANA, 21 de Septiembre de 2020
VISTO:

 La impugnación presentada por el Dr. Federico Felipe TOMÁS contra la Calificación de Antecedentes en el marco del Concurso Público Nº 1 destinado a cubrir UN (1) cargo de Presidente para el  Tribunal de Cuentas de Entre Ríos, y;
 
CONSIDERANDO:
 

Que, en orden a la admisibilidad formal del recurso intentado, cabe señalar que ha sido interpuesto en tiempo y forma, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 48 del Decreto N°1145/17 GOB que reglamenta la Ley Nº10.436; 

 

Que, adentrándonos en el análisis de la procedencia del planteo deducido, corresponde reseñar en primer lugar, que mediante Acta Nº10 de fecha 1°/06/2020, se estableció la correlación entre los datos personales de cada postulante, contenidos en los sobres identificados con una clave numérica y las claves alfabéticas asignadas a cada uno de los exámenes escritos, junto a la calificación obtenida conforme dictamen del Jurado interviniente;

Que, asimismo se dieron a conocer los puntajes otorgados por el Jurado de Concurso en el Dictamen de fecha 8 de Mayo de 2020 correspondiente al examen escrito, así como los fundamentos de aquellos; se hizo saber la Calificación de Antecedentes aprobada mediante Resolución N°001 J.T.C.E.R. de fecha 27.05.2020 y finalmente, se estableció el orden de mérito provisorio, resultante luego de la suma de los puntajes obtenidos;
Que, en este estado, el Dr. Federico Felipe TOMÁS promueve la vía recursiva señalada más arriba y respecto de la Calificación de Antecedentes, cuestiona los rubros “Especialidad” y “Antecedentes Académicos”;
Que, con respecto al primer rubro señalado “Especialidad”, el postulante solicita se le asignen 7,70 puntos. En primer lugar, manifiesta su disconformidad con lo estipulado en el eje 1 (afinidad de los desempeños), ya que el mismo califica “cualquier cargo” que el postulante haya ocupado sin merituar tanto su vinculación con organismos de control como su “trascendencia jurídica como lo exige el Decreto 2664/18 MGJ”. Y agrega que se consideran cargos de naturaleza política o electiva para los que no se requiere el título de abogado, siendo esto un requisito constitucional para ocupar el cargo al que aspira. Concluyendo que es arbitrario que, siendo que posee más de 30 años en el TCER, y ha desempeñado cargos “jurídicamente relevantes” (incluido el cargo que se concursa), su puntaje sea aún menor al otorgado a otros concursantes, algunos de los cuales no han tenido vinculación con organismos de control. Para demostrar ello, realiza una comparación con postulantes del Concurso N° 3 (JENSEN y MARTINEZ LACABE), a quienes, sostiene, se les asignó mayor puntaje en el rubro, siendo que ninguno de ellos ocupó nunca el cargo que concursan. Concluyendo, entonces, que mantener un criterio cuantitativo que premie la cantidad de cargos desempeñados en lugar de la vinculación con la especialidad, es contrario al espíritu enunciado en el Decreto N° 2664/18 MGJ.;

Que, asimismo, afirma, que en el mismo eje se establece un puntaje escalonado por cargo, que no se sostiene precisando ningún parámetro objetivo y, por otra parte, los mismos “no son los establecidos en el Decreto N° 2664/18 MGJ Anexo II, lo que resulta injusto, en la medida en que un mismo postulante que ocupó, por caso, un cargo de Asesor durante 30 años, solo computaría 0,30 puntos por el referido eje;

Que, entiende el quejoso, que la Resolución de calificación, “va más allá del mencionado decreto, inaugurando criterios de calificación en el momento de efectuar dicha calificación. Tales parámetros debieron ser conocidos por los concursantes ANTES de que tuviera lugar el mismo y no después”;
Que, siguiendo la lógica enunciada en el eje 1, considera que en su caso particular, deben computarse las designaciones en los cargos establecidas por Resoluciones del TCER (4 en total de 0,30 puntos cada una) y sumarse a los cargos de Secretario Letrado Adjunto (0,60 puntos) y Presidente (0,90 puntos), dando como resultado un total de 2,70 puntos;
Que, sobre el eje “relevancia de las funciones y/o desempeños”, menciona la documentación adjuntada oportunamente: rendiciones y expedientes tramitados, copias de juicios de cuentas, dictámenes elaborados con acogida favorable, lo que significa que sus funciones no solo son jurídicamente relevantes sino también totalmente pertinentes en relación al cargo que concursa. Por ello, infiere que le corresponde 1 punto;
Que, en relación al último eje “antigüedad acreditada”, considera que la única puntuación posible es el máximo de 4 puntos atento a la continuidad en que ha desempeñado labores en el TCER, desde hace más de 30 años;
Que, en relación al rubro “Antecedentes Académicos”, el postulante solicita se le asigne un total de 7 puntos, en tanto considera los mismos no han sido correctamente calificados y que a su entender deberían ser puntuados de la siguiente manera: 1) Carrera de especialización acreditada en el apartado “B”: 2 puntos; 2) Punto denominado “Otros Estudios”, acreditado en los apartados “E)” y “J)” del formulario de inscripción: 1,50 puntos, 3) asistencia a eventos científicos: 0,50 puntos; 4) Otros estudios relacionados al cargo, acreditado en el apartado “C)”: 1 punto;  5) Publicaciones: 0,50 puntos y 6) Conferencias: 1,50 puntos; 

Que, previo a analizar el legajo del postulante, y en lo que respecta a los criterios de calificación del Rubro Especialidad cabe decir que la ley N°10436 en sus art. 5 delega en el Poder Ejecutivo la facultad de reglamentar el concurso para cubrir los cargos del Tribunal de Cuentas, por su parte, en los arts. 6 y 7 se establecen las pautas que debe seguir esa reglamentación, por un lado, tener en cuenta aquellos antecedentes que se encuentren especialmente vinculados al área que se concursa, por el otro, que debe respetarse una distribución equitativa y equilibrada entre los diversos antecedentes, atendiendo a criterios objetivos y observar el principio de igualdad entre los concursantes;
                       Que, en el art. 7 de la Ley N°10436 y 34 del Decreto Reglamentario Nº1145/17 GOB otorgan competencia al Jurado para realizar la evaluación de los antecedentes de los concursantes;

                       Que, el Decreto Nº 2664/18 MGJ, en su art. 9 deroga el Anexo II del Decreto N°1145/17 GOB, y establece el nuevo Anexo II que reglamenta los arts. 6 y 7 de la Ley N°10436, disponiendo en el punto 1.II que de los CUARENTA (40) puntos que pueden asignarse en la evaluación de los antecedentes de los concursantes, hasta un máximo de OCHO (8) puntos serán calificados por la especialidad de los concursantes que en el ejercicio de funciones públicas o privadas, acrediten experiencia de la aplicación del Derecho Público, ciencias económicas en sistemas de contabilidad de la hacienda pública y administración financiera pública;

Que, en ese marco, se evidencia que el Jurado del Concurso al calificar los antecedentes de los concursantes debe resguardar los principios de objetividad e igualdad que ordena el art. 7 de la Ley N°10.436, como también motivar suficientemente su evaluación haciendo explícitos los criterios seguidos en cada uno de los ítems en forma pormenorizada, a fin de brindar transparencia a su accionar (art. 65 CP);
Que, bajo tales parámetros legales, el Jurado al dictar la Resolución N° 001 J.T.C.E.R. al motivar debidamente su decisión especificó los criterios objetivos que adoptó a fin de valorar los diferentes desempeños de funciones asignando puntajes específicos, con criterios objetivos e iguales para todos los concursantes, que permitieron a los interesados contar con elementos objetivos a fin de examinar en qué radicaba la diferencia de su puntaje con el del resto de los postulantes y el resguardo de los propios derechos de los participantes (CSJN “Correa de Martín” Fallos 315:2899);

Que, en ese sentido, la explicitación del criterio objetivo, imparcial e igualitario a seguir para asignar esos específicos puntos en el momento de realizar la calificación de los antecedentes, implica motivar con solvencia el acto del Jurado del Concurso y brinda transparencia a su actuación, ya que tratándose en el rubro especialidad de un puntaje por especialidad (8 puntos) que debía ser distribuido, era evidente que por cada una de las funciones o cargos en diferentes ámbitos laborales que como antecedentes laborales presentaban los concursantes debía asignarse un puntaje homogéneo y objetivo, garantizando el principio de igualdad entre los mismos; 

Que, el establecimiento de criterios objetivos e imparciales a utilizar en la valoración de los antecedentes de cada candidato implica motivar el acto del Jurado del Concurso y brinda transparencia a su actuación. De esa manera, en el rubro “Especialidad” en el que el Jurado podía asignar hasta OCHO (8) puntos, era evidente que debían establecerse pautas que garantizaran la igualdad de trato en el análisis de casos con antecedentes de los más diversos orígenes, tales como desempeño en el sector público nacional, provincial y/o municipal;
Que, conviene recordar que el acto de evaluación debe exponer los factores o variables que se tomaron en cuenta para valorar (discernir sobre) los antecedentes y méritos de los postulantes, asignándole puntaje a aquellos que el Jurado consideró relevantes. La Ley N° 10.436 y su reglamentación han reservado esta tarea de valoración de antecedentes a la discrecionalidad del jurado del concurso, el que previamente a analizarlos en cada caso, autolimitó sus atribuciones discrecionales, consignando de manera expresa los parámetros objetivos con los que analizaría cada caso;
Que, en consecuencia, el dictamen del jurado se ajustó a las normas vigentes y, simplemente expresó los criterios objetivos de calificación del rubro Especialidad, evaluando los antecedentes profesionales de los concursantes conforme al procedimiento previsto en la Ley N°10.436 y los Decretos Reglamentarios Nº1145/17 GOB y N° 2664/18 MGJ. Ello evidencia que la decisión no violó el principio de razonabilidad al ser adecuado el medio elegido para el fin propuesto, racional, igual y proporcional, por lo expuesto no se advierte la configuración del vicio de arbitrariedad;
Que, por otra parte, en el punto 2) RUBRO ESPECIALIDAD de la Resolución conjunta N° 3 J.T.C.E.R. de fecha 03 de julio de 2019 (B.O. 15 de Julio de 2.019) -dictada con antelación a la inscripción de los postulantes al presente Concurso y no cuestionada por ninguno de ellos-, expresamente se aclaró que la calificación a asignar –que va de CERO (0)  a OCHO (8) puntos- sería adjudicada considerando tres ejes: Afinidad de los desempeños con el cargo a concursar, Relevancia de las funciones y/o desempeños desarrollados y Antigüedad acreditada,; tal como lo realizado en la Resolución  aquí impugnada, que no es más que una derivación razonada de aquella;
Que, asimismo, la razonabilidad del criterio técnico utilizado para la valoración de los antecedentes y la calificación del rubro”, “Especialidad” (desglosado en sus tres ejes “Afinidad de los desempeños”, “Relevancia de las funciones y/o desempeños desarrollados” y “Antigüedad”) queda evidenciada en los resultados concretos, que lejos están de generar agravio o perjuicio al impugnante. En efecto, si se analiza en detalle el orden de mérito resultante del rubro “Especialidad” se advierte que el Dr. TOMAS obtuvo una de las mayores calificaciones del rubro con 6,90 puntos sobre un máximo de 8 puntos, aventajando a la mayor parte de los concursantes, y recibiendo un total de 25,60 puntos por la totalidad de los antecedentes, lo que lo ubica en el primer lugar de este rubro;
Que, analizado nuevamente el legajo del Dr. Federico Felipe TOMÁS en Sesión Ordinaria de fecha 21/09/2020, el Jurado de Concurso considera en forma unánime que, con respecto al rubro “Especialidad”,  corresponde afirmar lo siguiente;

Que, concretamente respecto a los ejes “relevancia de las funciones y/o desempeños” y “antigüedad acreditada”, el postulante fue calificado con el mismo puntaje que enuncia en su escrito; 
Que, ahora bien, en lo que respecta al eje “afinidad”, este Jurado entiende necesario formular algunas series de consideraciones previas a abordar los agravios esgrimidos por el impugnante. En efecto, el Jurado juzgó conveniente sostener un criterio amplio de clasificación de cargos que guardan afinidad con la especialidad concursada, a fin de evitar caer en situaciones de injusticia y desigualdad con todos aquellos aspirantes al cargo que nunca hubieran estado ligados de manera directa al TCER, tal como pretende el impugnante, lo que hubiera generado una diferencia desproporcionada entre los mismos, ubicando en una situación de injusto privilegio a los funcionarios del Tribunal de Cuentas o de otros organismos constitucionales de control, tal como la Contaduría General, Fiscalía de Estado, Jurado de Enjuiciamiento etc., que concursaran;
Que, es evidente que, en el marco de la evaluación concreta referida a este eje, se presentarían a consideración cargos heterogéneos y, por las razones expuestas, se computarían desempeños que, si bien no fueron realizados en el contexto especifico del Tribunal de Cuentas, estarían vinculados con la función pública, ello entendido en el marco del amplio universo de la actividad estatal en general y de la Administración Pública en particular. Desde esta óptica no puede considerarse irrelevante la actuación de los Convencionales constituyentes o de los legisladores provinciales y locales que establecen el marco normativo constitucional y legal que regula toda la actividad económica financiera del Estado, incluido el sistema de contabilidad pública, el régimen de compras y contrataciones, el régimen de responsabilidad de los funcionarios públicos, la organización y funcionamiento de los sistemas de control, etc.. Asimismo, cabe también señalar que los cargos de conducción de la Administración Pública son igualmente relevantes y merecen ser valorados porque conllevan el ejercicio material de los actos administrativos que se encuentran sujetos a control, o lo que es igual, el conocimiento directo de la actividad controlada, siendo incluso algunos de ellos también cuentadantes. Tampoco constituye un demérito el hecho de que algunos cargos sean electivos y no requieran de título habilitante para su desempeño, porque en definitiva se trata de cargos de conducción y máxima autoridad desempeñados por personas que son abogados y que como tales dictan normas jurídicas generales como el caso de los Convencionales constituyentes o los legisladores, o resuelven toda clase de recursos administrativos en el caso de titulares de Poderes ejecutivos, amén de dictar normas reglamentarias o estatutarias en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales. De aceptar el criterio interpretativo expuesto por el impugnante, arribaríamos al absurdo de no puntuar por ejemplo al cargo de Gobernador, máxima autoridad decisoria administrativa, y sí a su asesor legal que solo aconseja;  
Que, en otras palabras, en esta coyuntura, la forma que se juzgó más justa, fue la de aplicar un criterio amplio que contemple una gran variedad de cargos y funciones, clasificando a todas las actividades que impliquen el ejercicio de una función estatal o la administración de lo público como vinculadas a la especialidad (que incluye a los cargos desempeñados por el presentante); sin que ello constituya un demérito para el propio recurrente, ya que este Tribunal a valorado y calificado su desempeño como un cargo de máxima afinidad y jerarquía, recibiendo el puntaje correspondiente en consecuencia. Más aún, también cabe expresar que, en atención a la relevancia de las funciones desempeñadas por el recurrente, ha sido el único postulante en este concurso para cubrir el cargo de Presidente del Tribunal de Cuentas, que se le adjudicó UN (1) punto adicional en el rubro Especialidad,  tal como se detalló “ut supra”; 

Que, sin perjuicio de lo expuesto, no corresponde profundizar este punto, toda vez que el recurrente si bien ha cuestionado los criterios de valoración empleados por este Tribunal, no ha impugnado los puntajes asignados a ninguno de los participantes en el presente concurso, limitándose este Jurado en consecuencia a abordar los agravios expresados referidos al puntaje que se le asignó al propio recurrente;
Que, por otra parte, adentrándonos en lo que refiere a la cantidad de cargos que se consideran para el puntaje en el eje 1, el quejoso entiende que debe computarse cada designación otorgada por Resolución del TCER, de manera individual, aunque en realidad, del análisis de las mismas surge que allí se trata de reubicaciones dentro del escalafón del personal, que no implican la asignación de distintas funciones, sino que se relaciona con movimientos referidos a cambios de categoría del mismo al interior del órgano de control. Con respecto a los dos cargos jerárquicos que señala, sí fueron puntuados como lo enuncia el impugnante;
Que, finalmente, no tiene asidero jurídico la comparación y remisión que efectúa el impugnante con el Concurso N° 3  y los postulantes JENSEN y MARTINEZ LACABE, que se relaciona con cargo de Vocal que requiere titulo de Contador Público y que es llevado adelante por un Jurado diferente a éste. Que ambos Tribunales hayan intentado compatibilizar criterios hermenéuticos, de ningún modo los unifica, por lo que este Tribunal carece de competencia para analizar las decisiones emanadas de otro órgano, en otro trámite concursal; 
Que, en relación al rubro “Antecedentes Académicos”, cabe decir que los antecedentes enumerados como 1 y 3 fueron calificados conforme lo reseña el impugnante, mientras que los enumerados como 2 y 4, a los que el postulante otorga un tratamiento diferenciado, en realidad se trata de un solo apartado, cuyo tope es de 1,50 puntos, razón por la cual no es atendible el reclamo por un puntaje que exceda esa cantidad. De todas formas, cabe aclarar que el postulante incluye allí antecedentes que fueron desestimados como “estudios vinculados”. Ellos son: los títulos de Notario y Mediador, conforme lo establecido en el Anexo II, punto III. 3) del Decreto N° 2664/18 MGJ por un lado, y por el otro, la asistencia a dos cursos, uno de ellos de 20 hs. de duración, organizado por la Dirección Provincial de Formación de Recursos Humanos de Santa Fe, junio de 1990 y el otro de 30 hs. organizado por la UCA y el CAER, noviembre de 2005, es decir que ninguno de ellos cumple con los requisitos establecido en el Anexo Único, Rubro 3, apartado C, a) de la Resolución Conjunta N°3 para el cómputo de puntaje, no reuniendo siquiera la carga horaria mínima exigida por la normativa concursal;
Que, asimismo, menciona otros antecedentes que no son susceptibles de encuadrar en ningún apartado que conlleva puntaje. Ellos son, los que el postulante menciona en el punto J) del formulario de inscripción (la única excepción es su participación en el IETEI, que fue puntuada -junto con los trabajos realizados en ese ámbito- conforme el punto “Pertenencia a instituciones científicas”);

Que, en relación al punto 5, no se hallaron en el legajo del impugnante obras publicadas en editoriales, ni artículos en revistas especializadas. Sí se encuentra en el legajo, un trabajo presentado en el marco de una ponencia (fs. 266) y otro trabajo en co-autoría que no acredita donde fue presentado (fs. 300). En cuanto a las conferencias, se computaron un total de DOS (2), lo cual resulta insuficiente para alcanzar el tope de 1,50 puntos solicitado por el postulante.

Que, la presente se dicta de conformidad con los Decretos N°1145/17 GOB. y N°2664/18 MGJ;

Por ello, 
EL JURADO DEL CONCURSO N°1 DESTINADO A CUBRIR UN CARGO DE PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DE ENTRE RÍOS
RESUELVE:
  

ARTÍCULO 1º: No hacer lugar al recurso interpuesto por el Dr. Federico Felipe TOMÁS contra la Resolución Nº001 J.T.C.E.R., por los fundamentos expuestos en los Considerandos precedentes.-
ARTÍCULO 2º: Comuníquese, publíquese y archívese.- 
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